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Debido a sus limitados ingresos, ocupó una vivienda de titularidad municipal de la que se encontraba 
pendiente de la fijación de la fecha de lanzamiento. Se encontraba inscrita en el registro municipal de 
demandantes de vivienda protegida desde el año 2017, sin que se le hubiese propuesto como posible 
adjudicataria de vivienda.

Admitida a trámite la queja, procedimos a solicitar información al Ayuntamiento de Castilblanco de Los 
Arroyos, a fin de conocer la intervención realizada por los servicios sociales con la referida familia, además 
de su situación en el RMDVP, y la posibilidad de excepcionar el régimen ordinario a través del citado 
registro en caso de acreditarse por el personal de trabajo social la situación de exclusión social o en riesgo 
de estarlo respecto a esta familia.

Recibido el informe de esa corporación municipal, y analizado su contenido, se nos indicaba que había 
180 familias inscritas en el registro municipal, y por tanto el ayuntamiento tenía el deber de atender 
de forma igualitaria a todos los solicitantes de vivienda, de ahí que un trato de favor hacía la familia en 
aplicación del artículo 13 del Reglamento de Viviendas Protegidas de Andalucía, supondría un posible 
delito por parte de los que ostentan cargo público en ese ayuntamiento.

A la vista de tal información, procedimos al archivo de nuestras actuaciones, no obstante insistimos al 
ayuntamiento en la importancia de mantener activo el expediente de la interesada en servicios sociales, a fin 
de que llegado el momento del lanzamiento de la vivienda se le pudiese ofrecer a la misma una alternativa 
habitacional, y en cuanto a lo que afectaba a la excepcionalidad del procedimiento de adjudicación, le 
recordábamos que era una posibilidad recogida en un precepto legal, y por tanto, su consideración no 
sería contraria a Derecho, siempre y cuando se den los presupuestos necesarios para su aplicación.

1.15.2.5. Permutas de viviendas públicas
Durante el año 2019, se ha aumentado respecto a los anteriores años la necesidad de permutar viviendas 

públicas adjudicadas, ya sean de titularidad autonómica o municipal, por motivos de conflictividad vecinal 
causados por peleas o reyertas con el vecindario, bien por estar implicadas y sentirse amenazadas, bien 
manifestando su deseo de poder cambiar de lugar de residencia por no considerar adecuado el ambiente 
para la crianza de sus hijos e hijas (queja 19/0377, queja 19/0436, queja 19/2576, queja 19/2752, queja 
19/4474, etcétera).

Asimismo, otras solicitudes atañen a la necesidad de las personas adjudicatarias o de algún miembro 
de su unidad familiar de una vivienda adaptada a alguna discapacidad o por otras razones de salud que 
así lo hagan necesario, normalmente por la existencia de barreras arquitectónicas en el inmueble, por lo 
que las personas en estas circunstancias se encuentran prisioneras en sus viviendas; igualmente sucede 
con aquellas familias en las que ha cambiado la composición de los miembros de la unidad familiar y 
solicitan una vivienda con mayores dimensiones al producirse un importante hacinamiento en la misma 
(queja 19/1292, queja 19/4657, queja 19/6661, etc.).

En estos supuestos es necesaria la intervención de la administración implicada, puesto que está en juego 
la integridad física y psíquica de sus ocupantes, entre los que se encuentran colectivos que son objeto de 
especial protección como personas mayores o menores de edad.

Para solicitar la permuta de vivienda en el municipio de Sevilla, es necesario que la persona solicitante 
esté inscrita en el bolsa de permuta creada por la empresa municipal de la vivienda (Emvisesa), y para 
ello, deberán cumplir una serie de requisitos: ser arrendatarios legales de la vivienda, encontrarse al 
corriente en los pagos de renta y cuotas a la comunidad, encontrarse inscritos en el Registro Municipal 
de Demandantes de Viviendas Protegidas de Sevilla, no estar sometidos al protocolo de convivencia o de 
recuperación de viviendas vacías y acreditar el cumplimiento de alguna de las causas que han de concurrir 
para autorizar la permuta.

Por su parte, en la Consejería de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio, se dispone, 
igualmente, de una bolsa para solicitar la permuta de vivienda, regulada en la Orden de 5 de octubre de 
2017, por la que se crea la bolsa de oferta de viviendas y se regula el procedimiento para la declaración 
de permuta protegida de vivienda, coincidiendo en algunos de los requisitos citados en el párrafo anterior, 
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como por ejemplo, estar al corriente de los recibos del alquiler y las cuotas de comunidad, y ser la persona 
solicitante la legítima adjudicataria.

Como muestra de la tramitación de quejas sobre estos casos, podemos citar una solicitud de permuta 
por razones de discapacidad, y otra solicitud de permuta por ser víctima de vandalismo por parte del 
vecindario.

En la queja 17/4702, la persona interesaba relataba que su situación seguía siendo la misma. Como 
antecedentes, hay que mencionar que en el año 2016 se puso en contacto con nuestra Institución 
exponiéndonos que vivía en un sexto piso de una vivienda municipal, teniendo una hija usuaria de silla de 
ruedas con un grado de discapacidad del 99%. Solicitaba la permuta o traslado de su vivienda puesto que 
en su zona se reían de su hija, además de que existía la venta de estupefacientes, pero fundamentalmente 
por los problemas de acceso del personal de enfermería cada vez que iban a visitar a su hija.

Este expediente de queja se encontraba archivado puesto que de la información facilitada por la 
administración se desprendía que el asunto se encontraba en vías de solución, ya que el Ayuntamiento de 
Huelva estaba en coordinación con AVRA para que en el momento que existiese una vivienda adaptada se 
la ofrecerían a esta unidad familiar.

Transcurrido un año desde entonces, en 2017 volvieron a contactar con nosotros para informarnos que 
se encontraban a la espera de que se les adjudicase una vivienda adaptada. Así pues, iniciamos nuestras 
actuaciones con el citado ayuntamiento, a fin de que nos remitiese informe al respecto. No fue hasta 
marzo de 2019, tras numerosos reiteros, cuando se registró de entrada en esta Defensoría la información 
requerida mediante la que se nos participaba que en el mes de julio de 2018 se procedió a proponer a 
la promotora de la queja como adjudicataria de una vivienda de titularidad autonómica adaptada a las 
necesidades de su familia. En consecuencia, procedimos al archivo de nuestras actuaciones al encontrarse 
el asunto solucionado.

Por su parte, en la queja 19/0436, la persona promotora nos exponía que llevaban años solicitando la 
permuta o traslado de vivienda, puesto que residía en un barrio marginal de Sevilla, y su familia estaba 
sufriendo vandalismo por parte de los vecinos, por lo que nos trasladaba su desesperación al verse 
afectados sus hijos e hijas menores de edad, e incluso nos relataba que tenían que dormir en el salón ya 
que les tiraban piedras y fuego a las ventanas. Por último, indicaba que, a pesar de haber presentado en 
Emvisesa varias instancias, no había recibido contestación, ni solución alguna a su grave situación.

Admitida a trámite, procedimos a solicitar informe a Emvisesa que nos participaba que la referida familia 
tenía abierto expediente en la Oficina Municipal por el Derecho a la Vivienda desde febrero de 2019, y que 
tras el trámite preceptivo le había sido asignada una vivienda en régimen de alquiler, de dos dormitorios, 
en una de sus promociones, estando pendiente su entrega.

Actualmente, nos encontramos realizando nuevas actuaciones con la citada empresa municipal, tras 
haber recibido nueva comunicación en la que nos manifiesta que aún no se ha efectuado la entrega de la 
vivienda en cuestión.

1.15.2.6. La gestión del Parque Público de viviendas
…
Esta problemática se extiende a nivel municipal, sin embargo, el resultado no es tan optimista si lo 

comparamos con las pretensiones aceptadas por AVRA. En este contexto, las empresas municipales 
encargadas de gestionar el parque público de sus municipios, son reacias en la mayoría de las ocasiones 
a ejercer sus obligaciones legales en relación al mantenimiento tanto de los edificios y viviendas, así como 
de ejercer su responsabilidad ante los impagos de las cuotas de comunidad que, genera a su vez conflictos 
vecinales, por ello, debemos destacar el buen resultado del protocolo de convivencia de EMVISESA, 
(quejas 17/1063; 18/1880; queja 19/0354; 17/1062; 18/3299; 18/5578; 16/2423).

En la queja 19/3313, actualmente en tramitación, se relataba un supuesto similar al anteriormente 
mencionado respecto a AVRA. Se nos decía que la mayor parte de las viviendas del edificio en cuestión son 
propiedad de entidad Promoción y Gestión de Viviendas de Cádiz, S.A. (PROCASA), encontrándose dichas 
viviendas en régimen de arrendamiento. Se nos manifestaba que las personas arrendatarias no asumían la 
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